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“Quien quiere hacer algo, encuentra un medio, quien no quiere 
hacer nada encuentra una excusa”

Proverbio árabe
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Conciliación de la vida 
familiar y vida profesional 
de los progenitores y los 

cuidadores/as

Europa:

El día 12 julio de 2019 el Diario de la Unión Europea publicó la Directiva 
2019/1158, del Parlamento Europeo y del Consejo de 20 de junio de 
2019, relativa a la conciliación de la vida familiar y vida profesional 
de los progenitores y los cuidadores y por la que deroga la Directiva 
2010/18/UE del Consejo.
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Esta Directiva se basa en los Tratados de la UE y en la Carta Social Europea de Derechos Fundamentales y ha sido la primera propuesta 
legislativa aprobada del Pilar Europeo de Derechos sociales.

La nueva Directiva establece nuevos derechos mínimos y consolidan algunos ya existentes para todos los Estados miembros.

La Directiva entró en vigor a los 20 días de su publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea, el 2 de agosto. Los Estados miembros tienen 
un plazo de 3 años, hasta 2 de agosto de 2022 para trasponer esta norma europea a sus legislaciones nacionales y 5 años, agosto del 2024, para 
la remuneración o la prestación económica correspondientes a las dos últimas semanas del permiso parental.

A los 8 años, los Estados miembros deben informar a la Comisión sobre la aplicación de la Directiva y los interlocutores sociales tenemos un 
importante papel tanto en la trasposición como en la implementación de la misma.

Desde UGT valoramos de forma positiva la aprobación de esta nueva Directiva, aunque consideramos que esta es insuficiente. La propuesta 
inicial presentada por la Comisión contenía propuestas más ambiciosas que mostraban la intención de avanzar hacia una Europa más justa e 
igualitaria.

Consideramos positivo la creación de un permiso de paternidad en todos los Estados miembros, ya que hay países en los que no existe o su 
duración es inferior a los diez días estipulados.

Sin embargo, sí lamentamos que finalmente el permiso parental intransferible sean solo 2 meses y la remuneración se deje en manos de cada 
Estado miembro, no estableciéndose un mínimo común para todos los trabajadores y trabajadoras de la UE.

Igualmente es necesario establecer como un permiso retribuido para cuidadores, ya que estos permisos suelen ser disfrutados de forma 
mayoritaria por las mujeres y conllevan un descenso de los ingresos, acentuando con ello la brecha de género en el cuidado de familiares.

Para UGT la retribución de los permisos parentales y permisos para cuidadores sigue siendo una cuestión pendiente en nuestro país, y las 
medidas aprobadas en la nueva Directiva siguen siendo insuficientes.

Por último, debemos esperar a ver cómo se realiza la trasposición de la Directiva del 2019 a nuestra legislación, teniendo en cuenta que desde 
abril del 2019 contamos con un permiso individual e intransferible por nacimiento y cuidado de menor, que a partir del año 2021 serán 16 semanas 
para cada progenitor ya que el apartado 6 del Art. 20 de la Directiva, prevé que a efectos del cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 4 
(permiso por paternidad) 5 (permiso parental), 6 (permiso para cuidadores) y 8 (remuneración) de la presente Directiva y en la Directiva 92/85/
CEE, (Directiva de maternidad) los Estados miembros podrán tener en cuenta cualquier período de ausencia del trabajo relacionada con la familia 
y cualquier remuneración o prestación económica por esta, entre otros por permisos de maternidad, paternidad, parental o para cuidadores a 
que pueda acogerse el trabajador en el ámbito nacional y que supere los estándares mínimos previstos en la presente Directiva o en la Directiva 
92/85/CEE, siempre que se respeten los requisitos mínimos para dichos permisos y que no se reduzca el nivel general de protección garantizado 
a los trabajadores en los ámbitos de aplicación de dichas Directivas.

La Directiva pretende modernizar el marco legal europeo en la materia de permisos por motivos familiares, 
estableciendo  requisitos mínimos relacionados con el permiso de paternidad, el permiso parental y el 
permiso para cuidadores y con fórmulas de trabajo flexibles para los trabajadores que sean progenitores 

o cuidadores. Al facilitar la conciliación de la vida familiar y profesional, se pretende contribuir a lograr los 
objetivos de igualdad entre mujeres y hombres en lo que respecta a las oportunidades del mercado laboral, la 
igualdad de trato en el trabajo y el fomento del empleo en la UE. 

Ver texto íntegro de la directiva.

Los Estados miembros podrán tener en cuenta cualquier período de 
ausencia del trabajo relacionada con la familia y cualquier remuneración 
o prestación económica por esta, entre otros por permisos de maternidad, 

paternidad, parental o para cuidadores a que pueda acogerse el trabajador 
en el ámbito nacional y que supere los estándares mínimos previstos en la 

presente Directiva o en la Directiva 92/85/CEE

https://eur-lex.europa.eu/eli/dir/2019/1158/oj
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España, fuera del ‘top ten’ de los 
países ricos con mejores políticas de 
conciliación

Suecia, Noruega, Islandia, Estonia y Portugal ofrecen 
las mejores políticas de apoyo a la familia entre los 
31 países más ricos con datos disponibles, según el 
nuevo informe de UNICEF. España ocupa el puesto 
número 14 y Suiza, Grecia, Chipre, el Reino Unido e 
Irlanda ocupan los últimos puestos.

Producido por la Oficina de Investigación de UNICEF-Innocenti, el informe clasifica a los países 
de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) y la Unión Europea 
(UE) según sus políticas nacionales de conciliación. Estas políticas incluyen la duración del 
permiso parental con sueldo completo equivalente y los servicios de cuidado y educación infantil 
para niños de entre 0 y 6 años.

España ha obtenido una puntuación de 15, lo  que supone 8,7 puntos menos que Suecia, que 
se sitúa en primer lugar con 7,2, y 13,7 más que Suiza, que ocupa el último lugar de la tabla (La 
tabla tiene orden inverso, estando Suecia a la cabeza con 7,25 puntos y en último lugar está 
Suiza con 28,75 puntos)

El informe forma parte de la política y la labor programática de UNICEF en torno al desarrollo 
en la primera infancia, así como de la campaña “La primera infancia importa”, lanzada hace tres 
años para ayudar a las familias a proporcionar a sus hijos de corta edad un entorno propicio y 
ofrecerles las experiencias necesarias para que sus cerebros se desarrollen de forma saludable. 

Al examinar más detalladamente los permisos de paternidad y maternidad con sueldo completo 
equivalente en 41 países, la publicación refleja que solo la mitad de los países ofrecen al menos 
seis meses de permiso con sueldo completo para las madres.

Estonia ofrece a las madres el permiso con sueldo completo de mayor duración, 85 semanas, 
seguida de Hungría (72 semanas) y Bulgaria (61 semanas). Estados Unidos es el único país 
incluido en el análisis que no cuenta con una política nacional de permisos remunerados para 
madres o padres. El rol de los padres en estos modelos es menos visible.

España, con 16 semanas de permiso retribuido para las madres y 2 para los padres, según 
el análisis realizado en 2016 --ahora es de 8 semanas--, que refleja los avances producidos 
en muchos países, entre ellos el nuestro), se situaba entonces en los puestos 27 y 17, 
respectivamente, en esta medida concreta.

El texto también muestra que, en algunos casos, aunque los padres tengan derecho a un 
permiso remunerado, no lo disfrutan. En Japón, el único país que ofrece al menos seis meses 
de salario completo para los padres, solo 1 de cada 20 lo utilizó en 2017. La República de Corea 
es el segundo país que ofrece mayor tiempo a los padres, pero solamente 1 de cada 6 se acogió 
al permiso por nacimiento de un hijo.

Ver informe (idioma inglés).
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¿Son los países ricos más favorables a las familias?

https://www.unicef.es/sites/unicef.es/files/comunicacion/Analisis_politicas_conciliacion_OCDE_UE.pdf
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Igualdad y corresponsabilidad
Inmersos ya en el regreso a la rutina escolar y laboral 
plena, las familias deben plantearse cómo enfocar de forma 
equitativa y corresponsable las actividades y/o ocupaciones 
que son necesarias para una buena dinámica en el entorno 
familiar sin perjuicio de ninguno de los progenitores o adultos 
responsables de la familia y, tratando de adaptar los horarios 
escolares con las actividades laborales de sus miembros, 
con respeto hacia todos los miembros de la unidad familiar.  
Para ello, la previsión y la planificación son fundamentales. 

Cuando el trabajo es inconciliable con las obligaciones familiares 

hay gran variedad de posibilidades que podemos utilizar, la 
mayoría con gasto económico relevante, para esas horas desde 
que termina el horario escolar hasta que los padres vuelven a casa. 

Todos tenemos en mente el apoyo de los abuelos (sobre todo 
abuelas)  u otros familiares que puedan hacerse cargo de la 
recogida de los pequeños y cuidarlos hasta el regreso de los 
padres, suponiendo una obligación impropia que algunos asumen 
gratamente y otros soportan como imprescindible, pero no todos los 
padres/madres tienen la posibilidad de contar con este respaldo, 
para ello algunas de las opciones más utilizadas son las siguientes:

Actividades extraescolares

Canguros

Profesores particulares

En la mayoría de colegios e institutos se programan una variada oferta tanto municipales como por parte de las AMPAS que incluye deportes, 
idiomas, teatro, ballet, música, refuerzo de materias, etc. 

La oferta de extraescolares municipales, aunque está subvencionada  es limitada, y para ello desde los colegios se programan otras actividades, 
normalmente organizadas o contratadas desde las AMPAS, que permiten que todas las familias puedan optar a alguno de los programas 
extraescolares propuestos.

Las actividades extraescolares, además de permitir la adaptación de horarios, tienen ventajas interesantes y positivas. El niño o la niña que acude 
a estas actividades puede hacer nuevos amigos, ya que se relaciona con otros alumnos y profesores. Se fomenta el interés y las habilidades en 
otras disciplinas, deporte y la cultura. 

Hay que tener cuidado en no sobrecargar al niño o la niña con demasiadas actividades. Un exceso de actividades puede provocar estrés en los 
pequeños, innecesario, y hay que permitir que elijan aquellas que más les motiven dentro de la oferta existente.

Es quizá la opción más compleja ya que precisa de un acto de fe precisa, pues incorporas a una persona a tu entorno familiar, y aunque existen 
muchas empresas que se dedican a la intermediación, es la opción más compleja para su concreción pues requiere de contratación con  alta en 
seguridad social, o contrato con empresas del sector. 

Aun así, en muchas ocasiones, es la mejor opción pues aporta una amplia disponibilidad horaria para que pueda cubrir las «horas más difíciles». 
Puede acudir al domicilio para dar de desayunar y acompañar al niño al colegio, recogerlos a la salida, acompañarlos a casa y permanecer con 
ellos hasta la llegada de los progenitores.

En este caso se trata más de un refuerzo que aporte una solución horaria y formativa, que pueda cubrir también la necesidad de organización 
de jornada sustituyendo a las extraescolares y apoyando a aquellos pequeños que precisan de clases para superar algunas asignaturas que se 
les atragantan.

También es una opción económicamente cara y como los canguros, introduce una persona en el ámbito familiar con la diferencia de que su rol 
es de enseñante, no solo de acompañante.

Pero la  dificultad de conciliar el trabajo con el calendario personal y familiar tiene cada vez más peso en la propuesta que ponen en  valor 
a las trabajadoras y trabajadores, que tienen que enfrentarse a jornadas partidas, falta de flexibilidad, dificultad para teletrabajar o largos 
desplazamientos hasta sus puestos de trabajo, suelen ser las principales razones por las que los progenitores ven muchas veces frustrada la 
posibilidad de conciliar, pero también empieza a pesar, cada vez más, la falta de adecuación de los horarios laborales a los escolares.

Vuelta al colegio
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¿QUÉ ESTÁN HACIENDO LAS EMPRESAS?

Muchas de las propuestas sobre racionalización de los horarios, el tiempo y el espacio que hacen las familias, a fuerza de luchar en los convenios 
colectivos,  son asumidas por la empresa, independientemente de que estas sean públicas o privadas, pues aunque les cuesta reconocerlo, 
poco a poco, se pone en valor el personal que tienen a su cargo y  la conciliación familiar, a veces por encima incluso de otros muchos aspectos 
relacionados con un puesto de trabajo como puede ser el ambiente laboral, el salario o los beneficios sociales.

En consecuencia, aunque lentamente,  cada vez son más las empresas que están consolidando nuevas formas de trabajo que priorizan 
flexibilidad, junto a iniciativas específicas asociadas a calendario laboral/escolar.

En definitiva, los términos de conciliación y corresponsabilidad resultan de difícil aplicación y de una ingeniería familiar importante, tanto económica 
como de jornadas para conseguir la adaptación más satisfactoria a todas las realidades profesionales y escolares en el ámbito familiar.

Conciliar supone mantener un equilibrio de vida que mejora el bienestar, la salud y la capacidad de trabajo personal, por ello el papel que juegan 
las empresas con sus modelos organizativos, entornos y horarios laborales es clave y determinante para alcanzar una sociedad más sana y 
equilibrada. Este cambio es cultural requiere implantar modelos de trabajo flexibles, meritocráticos, con horarios racionales y corresponsables 
que, también, transformen la cultura presencial de las empresas españolas, pero todo ese cambio deberá estar amparado e impulsado por la 
Administración, principal valedora del bien común. 

Mucho ánimo y a por ello

Adaptación de la jornada de trabajo por 
razones de conciliación
El Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo ha modificado, entre 
otros aspectos, el artículo 34.8 del Estatuto de los Trabajadores por 
el que se regula el derecho de las personas trabajadoras a solicitar 
la adaptación de la duración y distribución de la jornada de trabajo 
por razones de conciliación.   

UGT a través del Servicio de Estudios de la Confederación, analiza 
la reforma operada, pero sobre todo incide en aquellos aspectos 
de la nueva regulación que pueden ser ampliados o contemplados 
ex novo, a través de la negociación colectiva, que es donde 
se pactarán y delimitarán los términos para el ejercicio de este 
derecho.  Junto a ello, y partiendo de los argumentos vertidos en 
el documento, se propone un modelo de cláusula para su inclusión 
en los convenios colectivos, que complementa el procedimiento 
previsto legalmente, así como un modelo de la solicitud que deberá 
presentar el trabajador para la adaptación de su jornada.

Ver documento.

Servicio de Estudios de la Confederación (UGT).

http://www.ugt.es/sites/default/files/registro_jornada-conciliacion.pdf
https://www.unicef.es/sites/unicef.es/files/comunicacion/Analisis_politicas_conciliacion_OCDE_UE.pdf
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“Si hay que decir treinta 
mil veces que la violencia 
machista tiene unas 
raíces diferentes a la 
intrafamiliar, lo diremos”
Ángeles Carmona, presidenta del 
Observatorio contra la Violencia 
Doméstica y de Género del Consejo 
General del Poder Judicial (CGPJ), insiste 
en que las instituciones deben esforzarse 
para que las mujeres confíen en el sistema 
y denuncien.

Sobre el suicidio de la trabajadora de 
Iveco: “Es el caso más paradigmático 
de violencia machista. Si el vídeo 

hubiera estado protagonizado por un hombre, 
no hubiera sufrido las mismas secuelas”.

Ángeles Carmona, se ha mostrado “convencida” de que 
‘las manadas’, en referencia a las violaciones grupales, 
terminarán desapareciendo. A su juicio, tanto el elevado 
reproche social que existe hacia estos ataques contra la 
libertad sexual de las mujeres como las “graves” condenas 
a las que se enfrentan los agresores, “tienen un efecto 
desincentivador”. “Yo estoy convencida de que con el tema 
de ‘las manadas’ acabaremos. 

Quizá es más difícil acabar con el tema de los asesinatos de 
violencia de género, pero con la visibilización que se está 
dando a ‘las manadas’, con la falta de tolerancia a ningún 
tipo de ataque contra la libertad e indemnidad sexual y con 
las sentencias ejemplares como las que se están dictando, 
se acabará con estos comportamientos”. 

El organismo que lleva presidiendo cinco años se enfrenta 
al mayor reto desde la aprobación de la Ley Integral contra 
la Violencia de Género de 2004 en un momento de auge 
de las voces que directamente la cuestionan. La ampliación 
del concepto de violencia machista más allá de la pareja 
o expareja es, para Ángeles Carmona, presidenta del 
Observatorio contra la Violencia Doméstica y de Género del 
Consejo General del Poder Judicial (CGPJ), una prioridad. A 
caballo entre Madrid y Sevilla, Carmona combina su trabajo 
como secretaria de un juzgado especializado de la ciudad 
andaluza con el cargo en el Observatorio, desde donde hace 

un esfuerzo por visibilizar todos los tipos de violencia y pide más esfuerzos para 
avanzar en la protección de las mujeres y de sus hijos e hijas.

De los más de  1.000 casos de asesinatos de mujeres por parte 
de sus parejas o exparejas registrados en los últimos dieciséis 
años, solo existía denuncia previa en 209. Solo una de cada 
cinco mujeres denunció. ¿Hay desconfianza en el sistema?

Los esfuerzos que estamos haciendo desde todas las instituciones van dirigidos 
precisamente a eso, a que las mujeres confíen. La mujer no denuncia porque 
tiene miedo al maltratador y piensa que después las represalias van a ser peores. 
En segundo lugar, y nos lo dicen en los juzgados, tienen miedo a perder el control 
sobre sus hijos. Más del 75% de las mujeres víctimas de violencia son madres, es 
decir, es un factor de vulnerabilidad.  

Por otro lado, tienen mucho sentimiento de culpa porque el maltratador se 
encarga de hacerles ver que las culpables de todo lo que les pasa son ellas y 
tienen vergüenza porque reconocerse víctima de violencia cuesta mucho todavía. 
Tenemos que acabar con todos estos obstáculos, muchos de los cuales vienen 
dados porque estamos en una sociedad machista. Para ello, las instituciones 
tenemos que actuar a la perfección y también difundir mensajes de concienciación 
y sensibilización para que el entorno de la víctima también la ayuden. Difícilmente 
van a salir del maltrato si no existe ese apoyo.

En varias ocasiones se ha anunciado que las estadísticas 
oficiales iban a empezar a contabilizar la violencia más allá de 
la pareja y expareja, tal y como obliga el Pacto de Estado contra 
la Violencia de Género. ¿En qué punto está esta ampliación?

Estamos trabajando en ello. Tanto la Delegación del Gobierno contra la Violencia 
de Género como el CGPJ ya estamos dando pasos adelante. Nosotros, de 
hecho, estamos haciendo los estudios de sentencias de asesinatos fuera de 
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Es absolutamente imprescindible. Ya lo teníamos delimitado y parece mentira 
que todavía tengamos que estar explicando la diferencia entre una y otra. La 
violencia de género tiene unas aristas, unos orígenes y unas implicaciones que 
justifican, sin duda alguna, la legislación y los recursos que se han puesto en 
marcha en España, que además es pionera en este sentido por haber destacado 
la idiosincrasia y especialidad propia que tiene la violencia machista. Hay que 
seguir diciéndolo y si hay que decirlo treinta mil veces, lo diremos. Diremos que 
tiene unas raíces diferentes a las de la violencia intrafamiliar. A mí me preguntan 
muchas veces por qué el Observatorio no da los datos de hombres asesinados, 
pero sí los damos todos los años.

la pareja desde 2016 y cuando se dicten sentencias de 
casos tan terribles como el de Diana Quer o Laura Luelmo 
serán contabilizadas como víctimas de violencia de género. 
Ahora bien, queda muchísimo por hacer. Entre otras cosas, 
modificar la legislación para que se amplíe el concepto a 
todas esas mujeres y a otros delitos, como los delitos contra 
la libertad sexual, la mutilación genital, el matrimonio forzado 
o la trata, uno de los delitos más silenciados.

Lo que tenemos que hacer es ampliar toda la protección 
que hay, tanto judicial como asistencial, a todas esas 
mujeres. Para ello hace falta modificar las competencias de 
los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, que tendrán que 
contemplar esto, al igual que las de otro tipo de recursos 
como médicos forenses o Fiscalía y letrados. Es un esfuerzo 
enorme de recursos, pero está en el Pacto y se va a tener 
que hacer.

FUENTE: Europapress, Diario.es

Frente a estos retos, hay voces en la esfera pública que están 
introduciendo el concepto de violencia intrafamiliar al hablar 
de violencia de género. ¿Sigue siendo importante defender que 
el concepto tiene un significado y un sentido propio?

Luchar contra la violencia de género 
desde los centros de trabajo
Todos somos conscientes de la importancia de que las mujeres tengan 
independencia económica para poder evitar o para escapar de situaciones 
de violencia de género. Por desgracia, en demasiadas ocasiones tener un 
empleo no es suficiente.

Muchas veces nos preguntan qué es lo que se puede hacer desde un sindicato para luchar contra la violencia de género y la respuesta es clara: 
trabajar para conseguir un entorno laboral que apoye y proteja a las víctimas y poner en marcha medidas que faciliten a las mujeres salir de esas 
situaciones.

Para ello contamos con una herramienta fundamental: la negociación colectiva, con la que podemos introducir en los convenios fórmulas 
destinadas a luchar contra esta lacra.

Los sindicatos negociamos para que cada vez haya más cláusulas en materia de violencia de género en los convenios colectivos y se pongan en 
marcha más planes de igualdad en las empresas.
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En la actualidad, podemos decir que uno de cada dos convenios sectoriales, contienen 
cláusulas de protección contra el acoso sexual y el acoso por razón de sexo. Pero la realidad 
nos señala que es necesario ir más allá.

La lucha contra la precariedad laboral representa también una lucha por reducir el riesgo 
de las distintas formas de violencia contra las mujeres. Es por esto, entre otras muchas 
cuestiones, que una de las exigencias de la Unión General de Trabajadores es derogar la 
reforma laboral.  

Además, es preciso implantar políticas activas de empleo eficaces que permitan y garanticen 
a las mujeres víctimas de violencia de género acceder al mercado laboral y a empleos de 
calidad y, en este sentido, urge una revisión del actual sistema de apoyo a la creación de 
empleo, que en el caso de las mujeres víctimas de violencia de género está resultando 
claramente insuficiente e ineficaz. Solo un dato, los contratos bonificados por violencia de 
género en 2016 solo supusieron el 0,009% del total de la contratación femenina y, de esa 
contratación bonificada, el 76% era temporal. 

Hay que adoptar medidas de fomento del empleo y formación ajustadas a la realidad de las mujeres víctimas de violencia de género, cuyas 
necesidades son específicas; mejorar la protección social, con mayor cobertura, y facilitarles derechos como la reducción de jornada y la 
protección por desempleo.

La Unión General de Trabajadores lleva años reivindicando una reforma de la ley 1/2004 para mejorar los derechos laborales de las víctimas de 
violencia de género, en cuestiones como la reordenación del tiempo del trabajo, la movilidad geográfica o la inclusión de las víctimas de acoso 
sexual y acoso por razón de género.

El sindicato insiste en la importancia de desarrollar protocolos de prevención y eliminación del acoso sexual y el acoso por razón de sexo en las 
empresas, máxime teniendo en cuenta, los obstáculos con los que se encuentra la negociación colectiva, especialmente desde la reforma laboral 
de 2012, que hacen que no se pueda garantizar su implantación en el 100% de las empresas.

No hay que olvidar la importancia de reforzar la formación obligatoria en esta materia para todos las empleadas y empleados, así como cargos 
directivos en las empresas y para los operadores implicados en el control y sanción de este tipo de violencia en el ámbito laboral.

Son imprescindibles, en definitiva, políticas públicas que mejoren las condiciones de vida y trabajo de las víctimas y erradiquen cualquier 
comportamiento de violencia en el trabajo; fomentar una cultura preventiva en las empresas, de forma que haya tolerancia cero a este tipo de 
conductas; y tratar la violencia en el trabajo de manera transversal, incluyendo la misma en el ámbito de la prevención de riesgos laborales o en 
el de la organización de la empresa.

El coste de la violencia de género en España 
supone al menos el 0,11% del PIB y puede 
llegar hasta el 0,76%
La estimación de los costes económicos tangibles de la violencia de género en el Estado fluctúa entre el 0,11% y el 0,76% del producto interior 
bruto (PIB), una horquilla que ha sido calculada en el marco del estudio El impacto de la violencia de género en España: una valoración de sus 
costes en 2016, publicado recientemente por la Delegación del Gobierno para la Violencia de Género. En términos de coste por persona, los 
resultados estimados para el Estado varían entre los 32,6 euros por año en la estimación más conservadora hasta los 185,9 euros por año, 
previstos en el cálculo más elevado.

Este análisis, que es el primero que se realiza a escala estatal, trata de valorar el coste derivado de la existencia de mujeres que a lo largo de 
2016 sufrieron violencia por parte de sus parejas o exparejas. Se han realizado varias modalidades de cálculo, entre las que se ha hecho una 
estimación conservadora que puede ser tomada como el límite inferior. No obstante, esta se acompaña de otras estimaciones alternativas con 
supuestos menos restrictivos y también se ha llevado a cabo una segunda metodología que muestra el techo o umbral máximo de dichos costes.
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Los costes económicos tangibles de la violencia de género se han estimado siguiendo y combinando varias metodologías usadas en otros países 
para, como es habitual en estudios de esta materia, proporcionar una horquilla o rango de valores dentro del cual es altamente probable que se 
sitúe una realidad tan compleja como ésta.

La estimación de los costes económicos tangibles, por su complejidad y amplitud, se ha dividido en cuatro itinerarios: laboral, sanitario, legal y 
otros costes.

La estimación más conservadora proporciona un coste de 1.281.012.528 € y supone el 0,11% del PIB y 27,6 € al año por habitante.

La estimación menos conservadora da un coste de 8.540.891.420 €. Supone el 0,76% del PIB y 183,9 € al año por habitante. Los costes 
económicos intangibles de la violencia de género se han estimado solo de forma parcial y se obtiene una amplia horquilla que va desde los 
4.858.772.203 € a los 14.819.576.576 €.

La opción metodológica escogida como base principal es el Accounting Model, ya que es una de las opciones metodológicas más utilizadas a 
nivel internacional. Se ha combinado con otras metodologías como el análisis de la pérdida de calidad de vida o el Valor Actual Neto.

Las estimaciones obtenidas deben interpretarse como un límite inferior del coste que la violencia contra las mujeres tiene para la sociedad 
española, por dos motivos fundamentales:

Solo se ha tenido en cuenta la violencia que se produce en el ámbito de la pareja o expareja, y no otras formas de violencia contra la mujer.

Por cuestiones metodológicas, y para garantizar el máximo rigor en las estimaciones, solo se ha estimado el coste de la violencia de género 
sufrida en los últimos 12 meses. Este criterio infravalora el verdadero alcance del coste de la violencia porque una mujer que haya sufrido 
violencia a lo largo de su vida, pero que no la haya padecido durante el año de análisis considerado queda excluida de este estudio aunque es 
probable que siga generando costes, puesto que el impacto de la violencia de género puede perdurar mucho en el tiempo.

Ver informe

Apuñalar tres veces no implica ánimo de 
matar
La Sección Tercera de la Audiencia de Jaén ha condenado a cuatro años de 
prisión a J.A.O., de 60 años, el hombre que en julio de 2018 se saltó la orden 
de alejamiento y tras sacar a su mujer del trabajo le propinó tres puñaladas 
con un cuchillo en una calle de Noalejo (Jaén).

Sin embargo, el tribunal lo condena por dos delitos de lesiones (uno a tres años y medio de cárcel y otro a seis meses) y rechaza 
condenarlo por intento de homicidio. Según recoge la sentencia: “La finalidad del acusado no fue la de matar a la que había sido su 
mujer, a pesar del uso del cuchillo”.

El tribunal también lo absuelve del delito de malos tratos habituales del que le acusaba inicialmente tanto el Ministerio Fiscal, que acabó retirando 
el cargo, como la acusación particular, por entender que “no ha resultado acreditado que el procesado hubiera sometido a su mujer a un trato 
humillante y vejatorio ni que ejerciera sobre ella control alguno ni tampoco agresión por los que su mujer formuló denuncia”.

Como hechos probados, el tribunal establece que el día 31 de julio de 2018, el acusado se personó en la Casa de la Cultura de Noalejo donde 
trabajaba su mujer y a la que sorprendió por la espalda. De esta forma, “tapándole con una mano la boca mientras con la otra sostenía el cuchillo, 
le manifestó que tenían que volver, a lo que esta atemorizada le contestó que sí, que se irían a casa a hablar pero que dejara el cuchillo”.

Salieron a la calle, sujetando el procesado a su mujer con una mano por el cuello y con la otra con el cuchillo en el costado. Ya en la calle y “ante 
los gritos de auxilio que profirió la mujer quien con intención de quitarle el cuchillo, forcejeo con este, cayendo ambos al suelo, él encima de ella, 
propinándole puñaladas por la zona del pecho y otras partes del cuerpo, como las piernas”.

Finalmente, varios vecinos le quitaron al acusado de encima cuando ella ya había logrado arrebatarle el arma. El cuchillo, que según declaró 
el acusado en el juicio lo llevaba ella, era “un cuchillo deteriorado del uso y manchado de barro incrustado, compatible con una herramienta de 
campo” y considerado como “potencialmente peligroso”.

http://www.violenciagenero.igualdad.mpr.gob.es/laDelegacionInforma/pdfs/ESTUDIO_IMPACTO_VG_VALORACION_COSTES_2016.pdf
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El tribunal no ve acreditado el ánimo de matar

“Quería matarme”

Para el tribunal “no se ha podido acreditar con la fuerza que se merece la concurrencia del ánimo de matar, sino tan solo una intención de 
lesionar, pues no hemos contado con unas pruebas claras y contundentes”. Además, añade que las lesiones sufridas por la víctima “no afectaron 
a estructuras anatómicas importantes” ya que las heridas punzantes de un centímetro fueron en los dos pechos y en el costado.

La agresión se produjo después de que la mujer denunciara al acusado por malos tratos y el juzgado le impusiera una medida de alejamiento y 
comunicación con su esposa. Ella relató en el juicio celebrado el pasado 21 de junio en la Audiencia de Jaén que se encontraba sola en una sala 
de la casa de cultura cuando la agarró por detrás al tiempo que “me apuntaba con el cuchillo en la garganta”.

Todo quedó registrado en una grabadora que ella llevaba en el bolso porque así se lo habían aconsejado. Mientras él le pedía que volviera con 
él, ella lo condujo al exterior donde esperaba poder recibir ayuda y quitarle el cuchillo.

“Quería matarme”, dijo la mujer y añadió que si ella no le hubiera sujetado las manos, “yo no habría estado aquí en este momento”. Frente a ello, 
el acusado se defendió el juicio señalando que “nunca he intentado hacerle daño”, “nunca le he puesto la mano encima¡” y “jamás he intentado 
acabar con su vida”.

La sentencia establece también una prohibición de acercarse o comunicarse con la víctima durante seis años a contar tras el cumplimiento de la 
pena de prisión. A esto se añade en concepto de responsabilidad civil, una indemnización de 71.020 euros.

El acusado se encuentra en prisión provisional desde el 2 de agosto de 2018 a la espera de una sentencia que ya se ha dictado, aunque es 
recurrible en apelación ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía.

FUENTE: Europapress, diario Público.
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El Poder Judicial empieza a diseñar el 
sistema que convierte la violencia de 
género en una especialidad jurídica
La reforma aprobada en diciembre de 2018 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial (LOPJ) establece que la violencia sobre la mujer será una especialidad 
jurídica como Mercantil, Penal, o Menores y prevé la especialización de 
los jueces y juezas, magistrados y magistradas que sirven en determinados 
órganos judiciales con competencia en materia de violencia sobre la mujer.

Esta reforma se realizó en cumplimiento del Pacto de Estado contra la Violencia de Género y su objetivo es reforzar la formación de los 
miembros de la Carrera Judicial destinados a juzgados especializados en violencia contra la mujer, debiendo superar las pruebas de acceso a 
la especialidad.

Es así que, el Consejo General del Poder Judicial (CGPJ) ha iniciado el diseño de las pruebas de acceso a la nueva especialidad en violencia 
sobre la mujer.

Se ha creado un grupo de trabajo para poner en marcha esas pruebas de especialización. El grupo está integrado por la presidenta del 
Observatorio contra la Violencia Doméstica y de Género, Ángeles Carmona; la vocal Carmen Llombart; el director de la Escuela Judicial, Jorge 
Jiménez, y una letrada del órgano de gobierno de los jueces.

Además, el grupo de trabajo también tiene encomendado redactar un borrador de proyecto de reglamento que incluya las previsiones legales 
sobre las pruebas de la nueva especialización.

La especialización implica la superación de pruebas específicas por parte de los miembros de la Carrera 
Judicial interesados en ocupar este tipo de plazas, análogas a las que se realizan, por ejemplo, 
en áreas como mercantil o menores. Podrán presentarse a las pruebas 
una vez que aprueben la oposición y tras dos años de 
ejercicio.  

Se trata de un examen selectivo “que 
garantice la adquisición de conocimientos 
multidisciplinares para el abordaje de la 
compleja temática y la realidad social en la 
que se encuadra la violencia contra la mujer 
en sus distintas formas”, según explica la reforma.

De este modo, los miembros de la Carrera Judicial que 
superen dichas pruebas obtendrán el nombramiento 
de magistrado o magistrada especialistas en 
violencia sobre la mujer y tendrán preferencia 
en la provisión de plazas en los juzgados de 
violencia sobre la mujer y en las secciones 
especializadas de las audiencias provinciales.

FUENTE: Diario.es

https://www.boe.es/boe/dias/2018/12/29/pdfs/BOE-A-2018-17988.pdf
http://www.violenciagenero.igualdad.mpr.gob.es/pactoEstado/home.htm
http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder_Judicial
http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Temas/Violencia-domestica-y-de-genero/El-Observatorio-contra-la-violencia-domestica-y-de-genero/
http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Temas/Escuela-Judicial/
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Así es el curso en perspectiva de género que han solicitado 1.000 jueces para desterrar 
estereotipos machistas

De la brecha salarial a las custodias

La violencia de género, una especialidad

1.134, uno de cada cinco magistrados, se han apuntado a la formación que ha puesto en marcha el Consejo General del Poder Judicial y que es 
obligatoria para acceder a una especialidad (penal, civil, mercantil, contencioso, social y menores).

Son 50 horas en formato online y consta de un módulo general y otro específico en el que se ven cuestiones relativas a cada tipo de juzgado: 
brecha salarial, conciliación, sistema tributario, regímenes de visitas o igualdad en el ámbito de la extranjería.

El objetivo es “proporcionar a los jueces una formación específica de modo que queden al margen los estereotipos machistas”, señala Ángeles 
Carmona, presidenta del Observatorio contra la Violencia de Género del CGPJ.

Uno de cada cinco jueces ha solicitado la formación en perspectiva de género que el Consejo General del Poder Judicial (CGPJ) ha diseñado 
para aquellos que quieren acceder a alguna especialidad. Se trata de un curso online de 50 horas puesto en marcha tras la reforma de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) aprobada el pasado diciembre. A partir de ahora, los magistrados que quieran acceder a un juzgado penal, 
civil, mercantil, contencioso-administrativo, menores y social deberán superar este curso. Según datos del propio organismo, lo han pedido 1.134 
jueces de los 5.419 que componen la carrera judicial.

De los solicitantes, 649 son mujeres –ellas ya representan el 54% del total de jueces– y 485 son hombres, sin embargo, no es posible saber 
cuántos se han apuntado porque pretenden ser especialistas y deben cumplir con el nuevo requisito y cuántos de forma voluntaria. La duración 
del curso será de dos meses y los contenidos están estructurados en dos módulos: uno general y otro específico en función de la especialidad, 
siendo necesario superar el primero para poder pasar al segundo. Ahora mismo se están realizando los de social, contencioso y civil-mercantil, 
puesto que son las especialidades que se convocarán próximamente. 

Cada uno de los módulos del curso desgrana a través de diferentes temas los asuntos principales que ve cada tipo de juzgado y cómo abordarlos 
para no caer en prejuicios discriminatorios. Así, el módulo común consta de cuatro capítulos: el primero se aproxima a la legislación nacional e 
internacional en la materia y a conceptos básicos como el principio de igualdad o la prohibición de la discriminación. En los siguientes se ven 
contenidos como la discriminación indirecta y múltiple, el enjuiciamiento con perspectiva de género o la violencia machista “como expresión de 
la desigualdad estructural (patriarcado)”.

Una vez que los magistrados superen con éxito esta parte, podrán acceder a la específica para cada orden jurisdiccional. Entre los tres que ya 
están desarrollados se encuentra el de lo social, que se encarga del Derecho laboral y de la Seguridad Social y cuyas materias hacen referencia a 
la discriminación en estos ámbitos con especial hincapié en la maternidad, en la conciliación y la brecha económica entre hombres y mujeres. En 
este apartado se aborda la brecha salarial y la discriminación indirecta, los estereotipos en la promoción profesional o la feminización de algunos 
sectores y el valor que se le da al trabajo en ellos.

El módulo de la jurisdicción civil, donde se encuentran los Juzgados de lo Mercantil, incluye todo lo relacionado con el ámbito empresarial 
(igualdad en los consejos de administración, en las entidades financieras o la prohibición de discriminación en la protección del consumidor). 
El último tema se reserva para los Juzgados de Familia, que determinan y modifican custodias y regímenes de visitas en procesos de divorcio. 
También intervienen en algunos casos de violencia de género que ya están sentenciados en un juzgado especializado, pero en los que la madre 
solicita la anulación de las visitas paternas, por ejemplo.

Por último, el temario referido a lo contencioso-administrativo, que resuelve las reclamaciones de ciudadanos frente a las administraciones 
públicas, comunidades autónomas y ayuntamientos, trata cuestiones como la igualdad en las Fuerzas Armadas, en la educación, en el empleo 
público o en la elaboración y aplicación de las normas referidas a impuestos y al sistema tributario. Además, aborda la discriminación múltiple 
que sufren las mujeres migrantes, la perspectiva de género en el ámbito de la extranjería y la trata.

“La formación les dará herramientas para identificar esos estereotipos, algo que no siempre resulta tan sencillo, pues vienen heredados histórica 
y culturalmente”, señala Carmona. La presidenta del Observatorio parte de la premisa de que “una resolución judicial es el resultado de aplicar 
el Derecho a unos hechos objetivos” para explicar la importancia de señalar y eliminar los estereotipos: “Cuando una resolución está atravesada 
por un prejuicio de género, el enjuiciamiento se ve condicionado por un elemento extraño, que no es ni hecho ni derecho”.

La misma reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial que prevé el desarrollo de este curso prevé convertir la violencia de género en una 
especialidad jurídica al estilo de las anteriores. Esto significa que los magistrados que quieran acceder a este tipo de juzgados tendrán que 
superar un examen selectivo que ya está diseñando el Consejo General del Poder Judicial a través de un grupo de trabajo creado ad hoc para 
este fin. El organismo prevé que en 2020 ya exista esta bolsa de magistrados especialistas.

Actualmente, estos jueces solo reciben un curso online de 16 horas, una estancia de ocho días en un juzgado con competencia en Violencia 
sobre la Mujer y una visita de dos días a diferentes recursos asistenciales para víctimas de violencia de género, por ejemplo, casas de acogida.
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Presentación de la Memoria en la apertura del Año Judicial
La Fiscal General del Estado, María José Segarra, ha presentado los datos 
de la Memoria de la Fiscalía correspondiente al año 2018 en la Apertura del 
Año Judicial en el Salón de Plenos del Tribunal Supremo.
La Memoria recoge la actividad del Ministerio Fiscal desarrollada durante el año inmediatamente anterior al de su publicación, así como la 
evolución de la criminalidad, la prevención del delito y las reformas convenientes para una mayor eficacia de la Justicia. También contiene las 
observaciones que los Fiscales de los distintos órganos elevan a su vez a la Fiscalía General del Estado.

Trata de seres humanos

Delitos sexuales

La Fiscal General ha abogado por la tipificación penal de toda forma de proxenetismo, siguiendo las recomendaciones de la Comisión Europea, 
e intensificar los instrumentos de protección de testigos, particularmente con la reforma del artículo 730 LECrim para contemplar expresamente la 
posibilidad de eximir a toda víctima especialmente vulnerable de la necesidad de volver a prestar declaraciones que implicarían una victimización 
secundaria, previo dictamen emitido por el correspondiente especialista.

La delincuencia sexual afecta particularmente a las mujeres. Los procedimientos iniciados han aumentado hasta casi 19.000 asuntos, es decir, 
un 23 % más que las cifras recogidas en el año anterior. En este sentido, el Ministerio Fiscal ha mantenido desde el primer momento la misma 
postura que finalmente ha sido ratificada por el Tribunal Supremo sobre un conocido caso de agresión sexual en grupo, considerando que “nos 
encontrábamos ante una agresión sexual y no ante un abuso sexual”.

LLEGADA DE MENORES EN PATERA

EVOLUCIÓN INTERANUAL DE LOS DELITOS CALIFICADOS

Menores acompañados.
Menores no acompañados.

2016
2017
2018
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Violencia de género

En el 2018 se dictaron 41.000 sentencias en esta materia. De ellas, 29.000 fueron condenatorias, de las que 17.000 fueron por conformidad del 
acusado. Además, se ha producido un incremento del 2 % en el número de medidas cautelares solicitadas (45.045 en el año 2018, frente a las 
44.106 del año 2017). 

De las 49 mujeres fallecidas, 16 habían denunciado. “Las experiencias mayoritariamente descritas por las distintas Fiscalías desde hace algunos 
años apuntan a una insuficiente o deficiente valoración del riesgo de las víctimas, lo que debe hacernos reflexionar sobre la suficiencia de los 
medios disponibles y su irregular despliegue a lo largo del territorio nacional”.

Resumen de la memoria.

Acceso a la memoria completa.

Órdenes de protección concedidas.

Sentencias condenatorias.

Mujeres asesinadas.

https://www.fiscal.es/memorias/resumen_memoria2019/inicio.htmlconciliacion.pdf
https://www.fiscal.es/memorias/memoria2019/FISCALIA_SITE/index.html
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El Tribunal Supremo considera 
discriminatorio exigir una estatura mínima 
de 160 cm para el puesto de controlador 
aéreo de las Fuerzas Armadas
La Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 
Supremo considera que la fijación de una talla mínima de 160 cm para 
acceder al puesto de controlador aéreo de las Fuerzas Armadas constituye 
una discriminación en el acceso a la función pública de todos los ciudadanos 
que vulnera la Constitución y el Estatuto Básico del Empleado Público.

El tribunal reconoce el derecho a que se declare apta y a que se 
asigne plaza en la Academia Básica del Aire a una aspirante que 
fue excluida del proceso selectivo en 2015 por medir 155 cm, 
cinco menos que la estatura exigida en dicha convocatoria.

La aspirante se presentó al proceso selectivo convocado para 
ingresar en la Academia Básica del Aire para acceder a las plazas 
de la especialidad de Control Aéreo y Sistemas de Información y 
Telecomunicaciones de la Escala de Suboficiales del Cuerpo General 
del Ejército del Aire. Dicho proceso constaba de una fase de concurso 
y otra de oposición. En esta última fase había que superar pruebas de 
aptitud psicofísica y de lengua inglesa, además de un reconocimiento 
médico en el Centro de Instrucción de Medicina Aeroespacial.

La recurrente superó todas las pruebas pero fue calificada como no 
apta en el reconocimiento médico por tener una talla inferior a los 160 
centímetros exigidos en el Cuadro Médico de Exclusiones de la Orden 
PRE/262272007. La talla exigida a un militar de tropa y marinería, en 
cambio, era de 155 cm.

En su recurso alegaba que la exigencia de un requisito biológico 
como la talla para acceder a la función pública debía contar con la 
correspondiente justificación y que se había vulnerado la Constitución 
y el Estatuto Básico del Empleado Público. Además, sostenía que ese 
requisito no era necesario para ejercer plenamente las funciones y 
tareas a desarrollar en el acceso al centro de formación para el puesto 
de controlador aéreo del Ministerio de Defensa.

La Sala concluye que el requisito de 160 cm por el que se consideró 
no apta a la recurrente “no está justificado y entraña una diferencia 
de trato contraria al principio de igualdad”. En primer lugar, el tribunal 
recuerda que no se ha explicado ni en el proceso administrativo ni en 
el judicial el motivo por el que es necesaria esa talla para ejercer como 
controlador aéreo, “y ciertamente, no se alcanza a comprender cuál 
puede ser”. La Sala añade que la misma Orden Pre/ 2622/2007 que se 
aplicó a la mujer para excluirla de la plaza admite a quienes midan 155 
cm, si ya son militares profesionales de tropa y marinería.

El tribunal afirma que “si se puede ser militar profesional con 155 cm 
y desempeñar los cometidos propios de la tropa y de la marinería, 
para los que no es difícil pensar que la constitución física puede ser 
especialmente importante, y esos mismos militares profesionales 
pueden, con esa talla, ejercer la especialidad de Control Aéreo y 
Sistemas de Información y Telecomunicaciones, no se alcanza a 
comprender por qué no pueden hacerlo quienes aspiran a ingresar 
como Suboficiales en esa especialidad”.

Por ello, concluye, en contra de lo que sostiene el abogado del Estado, 
que no se explica por qué se puede acceder a las Fuerzas Armadas 
en las clases de tropa y marinería con esa talla y por qué no es posible 
hacerlo como suboficial en dicha especialidad. “No se advierte una 
justificación objetiva relacionada con las condiciones personales y 
con el desempeño de los cometidos correspondientes. Cualesquiera 
que hayan sido los motivos que han llevado a aceptar en las Fuerzas 
Armadas a quienes miden 155 cm y a que puedan promocionarse 
internamente como suboficiales, no se han hecho explícitas ni tampoco 
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se han manifestado las que llevan a tratar de modo diferente a quienes, 
sin pertenecer aún a las Fuerzas Armadas, pretenden incorporarse a 
ellas por la vía que les ofrece la resolución de convocatoria de este 
proceso selectivo”, subraya la Sala en esta sentencia con ponencia del 
magistrado Pablo Lucas.

La sentencia estima el recurso de casación interpuesto por la aspirante 
contra la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid y 

anula la resolución administrativa por la que se le declaró no apta y la 
resolución por la que se publicó la relación de aprobados únicamente 
en la medida en que no incluye a la recurrente. También solicitaba en 
su recurso que se declarase nulo el requisito de talla previsto en la 
Orden PRE / 2622/2007. La Sala explica que no tiene sentido declarar 
su nulidad puesto que ha sido derogada por otra Orden posterior, la 
PCI/6/2019.

Acceso a la sentencia

El IRPF certifica brecha salarial 
del 25%
Las mujeres declaran un salario medio de 17.459 euros en su declaración de 
la renta, el 25,3% menos que el sueldo medio declarado por los varones, que 
es de 23.3870 euros (5.911 más que las mujeres).

La última estadística sobre los declarantes del IRPF, publicada este mes de julio por la Agencia Tributaria y referida al 2017, confirma la existencia 
de la brecha salarial.

Los datos de la Agencia Tributaria prueban, además, la existencia de una brecha en España muy superior a la que se deriva de las estadísticas 
de la Comisión Europea, que en su último informe la situaba en el 14,2%.

Las razones de esta ‘brecha’ son múltiples. Tienen que ver, sobre todo, con que la mayor parte del empleo a tiempo parcial recae sobre las 
mujeres; pero también con la existencia del llamado “techo de cristal” que, por diferentes motivos, hace que las puestos desempeñados por las 
mujeres sean muchas veces de menor nivel que el de los hombres. Además, la precariedad de los contratos es mayor en el caso de los mujeres

A pesar de la elevada brecha salarial del 25%, los datos de la Agencia Tributaria ponen de relieve cierta corrección en los últimos años. En el 
2007, la diferencia entre el salario medio declarado en el IRPF por los hombres (20.845 euros al año) y las mujeres (14.871 euros) era aún mayor, 
del 28,6%.

FUENTE: Aeat y el Periódico

La brecha del 25% que ponen de manifiesto las estadísticas del IRPF es así para las casi siete millones de declaraciones individuales de la renta 
con rendimientos del trabajo presentadas por mujeres en el 2017. 

Si se tiene en cuenta, además que hay siete veces más de declaraciones conjuntas con rendimientos del trabajo encabezadas por hombres 
(2.473.833 impresos) que las presentadas por mujeres (340.714) se puede llegar a a conclusión de que hay algo más de dos millones de mujeres 
cuyo sueldo es tan bajo que le sale más a cuenta al matrimonio realizar una sola declaración conjunta con el marido como titular principal

Si, además de los salarios, se analizan los rendimientos declarados procedentes del capital, de inmuebles o de actividades económicas, los datos 
de la Agencia Tributaria pone de manifiesto una brecha en contra de las mujeres del 24% en el primer caso y del 21% en el tercero de ellos. Sin 
embargo, en el caso de los rendimientos procedentes de inmuebles la renta media declarada por las mujeres (1.796 euros al año) es el 15% 
superior que la de los hombres (1.525 euros)

En total, tomando en consideración todo tipo de rendimientos declarados (no solo los salarios), en el 2017 los contribuyentes presentaron casi 
20 millones de declaraciones de la renta (19,91 millones) de los que algo más de 11 millones estaban encabezadas por varones y 8,8 millones, 
por mujeres.

Individuales y conjuntas

http://www.poderjudicial.es/search/openDocument/f943ab068df3718a
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Obligadas a volver 
a clase con falda

El colegio concertado Santa María de la Hispanidad de Madrid prohíbe a sus 
alumnas acudir al centro con pantalón tal y como pidieron a finales del curso 
pasado porque “se sentían incómodas”.

“Nos sentimos incómodas, 

observadas, muchas chicas tienen 

complejos, no puedes correr como 

cualquier niño en el patio, la falda 

se sube si hace aire, en invierno 

pasas frío...”

Fueron algunos de los motivos de peso que enumeraron en su petición que no ha sido escuchada. La dirección del centro 
sometió la propuesta al Consejo Escolar que decidió mantener el uso obligatorio de la falda.

Las familias de estos alumnos que lanzaron la petición al centro lamentan la oportunidad perdida ya que este curso el 
colegio ha renovado la uniformidad y ha añadido cuatro prendas nuevas: sudadera de manga larga, polo de manga 
larga, parka y falda-pantalón para las alumnas, aunque en este último caso especifican que no es una prenda obligatoria 
sino que puede utilizarse como opción. “Ha quedado en agua de borrajas porque se ha modificado prácticamente todo el 
uniforme y, sin embargo, no se ha tenido en cuenta en absoluto el pantalón largo para niñas que era la que querían estas 
alumnas incluir”, asegura a la SER una de las madres de estas estudiantes. El colegio ha comunicado a las familias que 
se procederá a revisar la vestimenta de nuevo en invierno pero las familias no creen que vaya a haber cambios: “Este 
colegio no lo va a cambiar realmente, a futuro nunca se sabe, pero como no se legisle en este sentido el centro 
no va a incluir un pantalón largo para las chicas”, apunta esta madre. La SER ha intentado sin éxito poder hablar con 
la dirección del Santa María de la Hispanidad para recabar sus argumentos en esta decisión.
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Mujeres asesinadas por violencia de género45

34

3

Huérfanos menores

Victimas Menores mortales en casos de violencia 
de género contra su madre

Atención victimas de maltratos. Teléfono 24 horas.
No deja rastro en la factura pero sí en el teléfono y debe borrarse.

016

La última actualización se corresponde con la confirmación del caso relativo a la mujer de 49 años asesinada 
presuntamente por su expareja en Las Palmas de Gran Canaria. La víctima no tenía ni hijas ni hijos menores 
de edad y no constan denuncias previas por violencia de género.

A fecha 30 de septiembre existe 1 caso en investigación en 2019.

Datos hasta el  30 de septiembre de 2019. FUENTE: Mº. de la Presidencia Relaciones con las cortes e Igualdad. 
Secretaría de Estado de Igualdad. Delegación de Gobierno para la violencia de género.

La falda más cara

El cambio de uniformidad que ha llevado cabo este nuevo curso 
escolar el colegio Santa María de la Hispanidad ha provocado un 
aumento del precio de las prendas que usan los escolares. Según 
las familias, el nuevo uniforme es mucho más caro y solo puede 
adquirirse en el propio centro. “Ahora cada prenda viene bordada 
con el logotipo del colegio; antes, sin el bordado, cualquier prenda 
similar era mucho más económica porque podíamos comprarla en 
grandes hipermercados”, explican. Antes, la falda -sin el bordado- se 
compraba en Carrefour, por ejemplo, por 12 euros. Ahora, adquirirla 
-con bordado- en el propio centro cuesta 40 euros.

FUENTE: Cadena SER

Nueva falda-pantalón incluida en la uniformidad del 
Colegio Santa María de la Hispanidad de Madrid.


